Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 34 minutos.) 


—La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir a 
las autoridades del Inciso 07, Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR SUBSECRETARIO..- Trataremos de ser lo más concretos posible. 


En principio, intentaremos enmarcar la forma de analizar el tema y, luego, cada integrante de 
la delegación —que representan a las distintas Direcciones— fundamentará, uno a uno, los artículos que 
elevamos. Por supuesto que estamos a las órdenes para responder todas las preguntas y aclaraciones 
que sean necesarias. 


En primer lugar, quiero hacer algunas consideraciones en el marco de las disposiciones de 
esta Rendición de Cuentas, que no suponen costos o recursos adicionales y, por lo tanto, el grueso de 
la actividad se resume a adecuar marcos legales y trasposición de fondos de un área a otra, lo que 
hace más sencilla la discusión del tema. 


Me parece que no vale la pena abundar en el marco general, sino considerar artículo por 
artículo y cuando los señores Senadores entiendan conveniente responderemos las preguntas o 
intercambiaremos opiniones al final de la exposición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les rogamos que primero hagan la presentación que es el 
procedimiento que ha venido aplicando en la Comisión— para luego pasar a la ronda de preguntas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Puesto que el primer artículo de nuestro Inciso tiene que ver con el 
Fondo Arrocero, pediría al doctor Servetti que lo explique. 


SEÑOR SERVETTI.- La modificación que se propone al artículo 1% de la Ley N* 17.663 tiene por 
finalidad volver a poner en funcionamiento el Fondo. Como recordarán, durante la vigencia de la Ley se 
instrumentaron dos fondos que fueron cancelados en el 2008: uno por US$ 35:000.000 y otro por 

US$ 12:000.000. La modificación presentada tiene por objeto permitir que el fondo pueda 
operar por US$ 40:000.000 y que se financie y se pague con una retención de hasta el 5%. Aquí hay 
un cambio porque la ley original determinaba una retención del 5% y ahora se introduce la palabra 
“hasta”, lo que permitirá establecer un monto adecuado a la situación que se quiera financiar. 


En el artículo siguiente, el 160, se faculta al Poder Ejecutivo —y esto es muy importante— a 
determinar la fecha de inicio de la retención; también aquí hay una modificación ya que la Ley N* 
17.663 establecía que la retención operaría a partir del año 2004. Esa retención cesó cuando se 
terminaron de cancelar los fondos que se habían instrumentado y ahora es fundamental tener la 
posibilidad de que se pueda disponer una nueva retención. 


Insisto en que los dos fondos que se instrumentaron con esta ley fueron totalmente 
cancelados, no hay ninguna responsabilidad o juicio entablado al Estado. No solo se pagaron en 
tiempo y forma sino que se cancelaron anticipadamente a lo previsto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El artículo 161 tiene que ver con la creación de dos Comisiones 
Honorarias en lo que tiene que ver con Salto Grande, y para fundamentarlo voy a ceder el uso de la 
palabra al doctor Servetti. 


SEÑOR SERVETTI.- En este caso, se trata de una modificación. 


La Ley N* 15.845 creó una Comisión Honoraria los efectos de determinar las 
indemnizaciones que correspondía pagar por la incidencia de la represa de Salto Grande. Esa 
Comisión ha trabajado y trabaja dedicándose especialmente a tratar las indemnizaciones referidas a 
los inmuebles rurales. A la fecha, tiene muy pocos asuntos a estudio, prácticamente ha terminado el 
trabajo y lo que está haciendo en este momento es pagar en función de las resoluciones adoptadas. 
Entonces, en la medida en que ha terminado su trabajo y que quedan muy pocos inmuebles rurales 
para indemnizar, se entendió oportuno —frente a posibles indemnizaciones de los bienes urbanos 
vinculados con Bella Unión y Pueblo Cuareim, aunque eso no está determinado- cambiar la 
integración de esta Comisión por una que tuviera más aptitud para ello. Como recordarán los señores 
Senadores, la Comisión actual tiene dos integrantes del Poder Ejecutivo, uno de la Comisión Técnico 
Mixta de Salto Grande, uno que representa a los arroceros y otro a los plantadores de caña de azúcar, 
que son personas que obviamente no tienen la preparación adecuada para encargarse de las 
indemnizaciones urbanas. Entonces, la finalidad de este proyecto es permitir crear una segunda 
Comisión con representantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Comisión Técnico Mixta de Salto Grande, que estará en 
mejores condiciones para tratar el tema de indemnización urbana. La modificación va en ese sentido y 
no tiene más fundamento que ese: poder terminar con este tema que ya tiene bastantes años. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Pasamos a analizar el artículo 162, que tiene ver con el Fondo 
Agropecuario de Emergencias y los fondos remanentes. Solicito que la doctora Riera explique la nueva 
redacción. 


SEÑORA RIERA.- Si la señora Presidenta me permite, voy a referirme a los artículos 161 y 162 porque 
la temática es muy parecida. 


Aquí estamos hablando del Fondo Agropecuario de Emergencias que se creó por la Ley N* 
18.362 en 2008 que es un Fondo del Inciso 07, Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca para 
atender las pérdidas referidas a las actividades productivas en los establecimientos. Se basa siempre 
en la emergencia agropecuaria. En este caso estamos solicitando, por medio del artículo 162, que se 
transfieran al Fondo Agropecuario de Emergencias aquellos remanentes que quedaron en cuentas 
bancarias de depósitos que ya no se utilizan. 


El artículo 163 también es una transferencia de otro Fondo al Fondo Agropecuario de 
Emergencias para nutrirlo y hacer frente a futuras emergencias agropecuarias. 


Los artículos son muy sencillos, no tienen costo y el objetivo, como ya lo dije, es mantener 
nutrido este Fondo que es muy importante para el Inciso 07. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El siguiente artículo, el 164, tiene que ver con nuestra Dirección Nacional 
de Recursos Acuáticos —Dinara— y el pago a los observadores. Vuelvo a solicitar a la doctora Riera que 
explique el artículo. 


SEÑORA RIERA.- Este artículo complementa el 205 de la Ley N* 17.296 que establece que cuando 
una empresa armadora pide a un observador científico que se embarque, luego de retornar y dar el 
informe debe pagarle. Algunas empresas no han cumplido con el pago y el observador —que en 
muchos de los casos no son funcionarios públicos— tiene que hacer un juicio para cobrar el tiempo que 
estuvo embarcado. Por eso se pide autorización para que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, a través de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos, se haga cargo del pago luego de un 
plazo en que la armadora no lo ha hecho. Obviamente, la empresa será notificada, al tiempo que se la 
inscribirá en un registro y se le suspenderá el permiso de pesca hasta que actualice su situación y se 
ponga al día en el pago del monto adeudado al observador. Esta es una manera de evitar tantos 
juicios, ya que hoy en día hace juicio el observador y luego también el Ministerio, con el fin de que la 
empresa abone lo adeudado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El siguiente artículo a considerar tiene que ver con el pasaje de áreas 
protegidas y fauna desde nuestro Ministerio, al de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
así como también con la reasignación de los créditos. 


Nuevamente solicito a la doctora Riera que explique la disposición, señora Presidenta. 


SEÑORA RIERA.- Este artículo se relaciona con la Ley N* 18.834 y, más concretamente, con el 
artículo 153, por el que se dispuso que los cometidos asignados a la División Áreas Protegidas y 
Fauna, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, pasen al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente transfiriendo, a su vez, los recursos necesarios. 
Actualmente estamos tratando de terminar el proceso. Ahora bien; hay créditos presupuestales que son 
1.2, es decir, recursos de afectación especial, y si bien el Ministerio va a tener abierto el crédito, no 
podrá contar con la recaudación porque la División va a pasar a la órbita de otra Cartera. Entonces, 
solo con el objeto de habilitar el crédito y que siga siendo de utilidad, pedimos que se transforme el 
crédito 1.2 en crédito 1.1. 


Por supuesto, este es un artículo sin costo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Los artículos que siguen, es decir, del 166 al 171, se relacionan con 
nuestra Dirección General de Servicios Agrícolas y refieren a los procesos de control, certificación y 
verificación del ingreso o egreso del territorio nacional, de vegetales y productos de origen vegetal, 
alimentos para animales, productos fitosanitarios —plaguicidas—, fertilizantes, etcétera; en concreto, 
tienen que ver con la aplicación de estos productos, con la autorización de nuevos productos 
fitosanitarios, con la evaluación, así como también con las tasas de registro y el Registro General de 
Operadores de Alimentos para Animales. 


Solicito al ingeniero Bertoni, que está al frente de la Dirección, que fundamente estas 
disposiciones, comenzando por el artículo 166. 


SEÑOR BERTON!.- Los artículos que me toca fundamentar y que han sido presentados en esta 
Rendición de Cuentas, tienen por objeto organizar y mejorar todo lo que es el aspecto normativo en el 
que se basa la Dirección General de Servicios Agrícolas para llevar adelante los procesos de control, 
certificación y verificación de todo lo que ingresa y egresa del territorio nacional; obviamente, nos 
estamos refiriendo a productos de origen vegetal, insumos agropecuarios, etcétera. Realmente 
entendimos necesario dar a todo esto un marco normativo más unificado y ordenado, lo que nos 
permitirá avanzar en algunos temas que son muy importantes. 


Asu vez, la intensificación de la producción agrícola y agropecuaria ha generado una mayor 
presión en el uso del territorio y del ambiente, al tiempo que ha incrementado el uso de insumos. En 
consecuencia, es preciso generar un grado de regulación tal, que nos permita mantener un nivel de 
actividad que es cada vez más fuerte, pero con buenos niveles de control sobre el ambiente y sobre 
todos estos procesos. 


Voy a repasar rápidamente algunos artículos y voy a pedirle a la doctora De León que 
informe sobre aquello que tenga que ver con los aspectos normativos. En el artículo 166 estaríamos 
ajustando los procesos que nuestra Dirección lleva adelante, en lo que dice relación al control, 
certificación y verificación para los ingresos y egresos al territorio nacional de vegetales y productos 
de origen vegetal, alimentos para animales, productos fitosanitarios —los plaguicidas-, fertilizantes, 
enmiendas, agentes de control biológico y todo lo que tiene que ver con inoculantes. Asimismo, otros 
insumos de control biológico como es el manejo de insectos benéficos; en ese tema teníamos bastante 
retrasada nuestra normativa. En particular, hacemos énfasis en los agentes de control biológico que 
incluye el manejo de insectos benéficos como forma de avanzar en nuestra normativa, así como el 
control de plagas, a través de la racionalización del uso de los productos fitosanitarios o de los 
agroquímicos. Este artículo nos permite ordenar y poner más competencias en ese aspecto y seguir 
profundizando en esa actividad. 


El artículo 167 se refiere a una acción que está llevando adelante la Dirección General, como 
es la del control de la aplicación de los productos fitosanitarios. Si bien esta actividad se viene 
desarrollando, en este 2013 se ha trabajado fuertemente en un avance con mayor aporte de tecnología 
de lo que es el control y el monitoreo satelital de las aplicaciones de productos fitosanitarios. Este 
artículo requiere que aquellas personas físicas o jurídicas que realicen aplicaciones de productos 


fitosanitarios —fertilizantes, enmiendas, etcétera— deban solicitar y obtener una autorización de la 
Dirección General de Servicios Agrícolas en forma previa al ejercicio de dicha actividad en las 
condiciones que va a establecer la reglamentación, tal como está acordado. Esto no significa que sea 
un trámite burocrático, sino que se trata de poner en práctica un diseño que hoy está en una fase 
piloto. Me refiero a que el aplicador pueda interactuar con un sistema informático a través de la página 
web, donde en forma directa y en línea, pueda solicitar una orden de aplicación. En la medida en que 
define el giro de referenciamiento, dónde se va a hacer, genera una autorización directa, si es que esa 
área de aplicación contempla los requisitos que tenemos definidos en cuanto a distancias de aplicación 
a los centros poblados, a los centros educativos, a los cursos de agua y a los elementos que tienen 
restricciones. 


En definitiva, este año estamos trabajando en el diseño, implementación y desarrollo del 
sistema con el objetivo de dejar prevista una normativa que nos permita, a partir del año que viene, 
llevar adelante esta implementación. 


Para considerar el artículo 168, le pediría a la doctora De León que lo informara, porque 
estamos haciendo algunos cambios que tienen que ver con el proceso mediante el cual se realizan las 
evaluaciones. 


SEÑORA DE LEÓN.- Con este artículo se pretende que por vía legal uniformicemos las evaluaciones a 
las que están sometidos los distintos productos o insumos que son objeto de evaluación por parte de la 
Dirección General de Servicios Agrícolas. 


El motivo de establecerlo por vía legal es que estamos yendo a la regulación de una serie de 
actividades que hoy no está previsto que se regulen. El fundamento jurídico para hacerlo de esta forma 
fue la ausencia de disposiciones legales claras, que nos habiliten a determinados controles que se 
pretenden llevar a cabo a partir de ahora. 


En el artículo 169 —íntimamente relacionado con el anterior—, se determinan las facultades de 
la Dirección General de Servicios Agrícolas en la materia. En este sentido, conviene destacar que 
fuimos bastante cautelosos en establecer también por vía legal el respeto a los mecanismos de 
coordinación con otros incisos de la Administración central, concretamente, con el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en lo que tiene que ver con esta temática. 
Creemos que de esta forma estamos otorgando las facultades necesarias para implementar lo que 
preveíamos en el artículo anterior, sobre todo lo que se establece en materia de prohibiciones que 
requieren, obviamente, una clara determinación a nivel normativo legal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BERTON!.- Respecto al artículo 170, lo que se está proponiendo es, simplemente, la creación 
de tasas a ser recaudadas por la unidad ejecutora 004, en lo que atañe con algunos insumos que son 
regulados desde la Dirección General de Servicios Agrícolas. Incluso en la Rendición de Cuentas del 
año 2010 —con vigencia a partir de 2011— hay potestades que pasaron de la órbita de la Renare a la 
Dirección General de Servicios Agrícolas. Lo que se pretende aquí es unificar un sistema de tasas que 
no tenían una regulación igualitaria. Entonces, en este aspecto lo que se establece es que a nivel de la 
Dirección General de Servicios Agrícolas se generen tasas que hagan a la evaluación y registro, 
renovación y control de productos fitosanitarios, fertilizantes, enmiendas y agentes biológicos. Cabe 
aclarar que en algunos casos ya estaban pagando tasas de registro y en otros no. También se prevén 
tasas de registro, renovación y control de alimentos para animales; tasas por habilitación y auditoría de 
plantas de elaboración de alimentos para animales; tasas por habilitación de empresas agroaplicadoras 
y tasas por habilitación de cada equipo de aplicación. 


Lo que se hizo fue ordenar un sistema de cobro de tasas que venía de distintas fuentes. En 
definitiva, se unifica y se dispone un criterio parecido al que se aplica en todos los procesos y acciones 
que lleva adelante la Dirección General de Servicios Agrícolas. 


En el artículo 171, también se nombra a la unidad ejecutora 004, es decir, a la Dirección 
General de Servicios Agrícolas. En este caso, estamos trabajando con los procesos y requisitos para la 
inscripción en el Registro General de Operadores de Alimentos para Animales. Para fundamentarlo en 
términos genéricos, quiero decir que de acuerdo con una política de inocuidad que el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca está llevando adelante en estas Administraciones, tenemos que seguir 
avanzando en la calidad e inocuidad de los alimentos que producimos. Para ser bien claro, cuando 
hablamos de alimentos para animales nos estamos refiriendo a las raciones y a los otros alimentos que 
se utilizan en la producción animal. Entendemos que esto es parte de la cadena de producción y de 
inocuidad. Entonces, en este artículo estamos ampliando las competencias para poder tener 
registradas, habilitadas y controladas a aquellas actividades que tienen que ver con la elaboración de 
alimentos para animales. El año pasado se diseñó y se trabajó fuertemente en el manual de buenas 
prácticas de elaboración de alimentos para animales, junto con el sector privado, es decir, las plantas 
elaboradoras y los propios productores. 


El Uruguay ha ido cambiando y hoy, aparte de plantas elaboradoras de alimentos para 
animales, también tiene tambos, producción agrícola y, en particular, esquemas de engorde a corral o 
feedlot, donde también se elaboran alimentos. A todas esas áreas debemos llegar pudiendo tener 
registrados y habilitados esos establecimientos. Debemos asegurarnos de que en todos los lugares se 
estén llevando adelante las buenas prácticas de elaboración de alimentos, abordar esos criterios como 
forma de cubrir toda la cadena de inocuidad de nuestros productos para el consumo interno y, 
fundamentalmente, ante cualquier crecimiento, para los mercados de exportación. 


En definitiva, este artículo 171 en alguna medida pone un ordenamiento y da mayores 
competencias para poder trabajar en ese sentido y para darnos, como Estado, como Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, la posibilidad de asegurar la calidad e inocuidad de los productos de 
consumo tanto en el mercado interno como en el internacional. Para ver esto, quería comentarles como 
ejemplo algunos episodios que se dieron cuando se produjo el fenómeno de la vaca loca. Se tomó 
alguna regulación bastante limitada que nos permitió trabajar sobre las plantas elaboradoras de 
alimentos para rumiantes, como las vacas, etcétera. Con esto estamos complementando y 
permitiéndonos trabajar en el mismo sentido, no solo para las plantas elaboradoras de alimentos para 
animales, sino para todas aquellas actividades que involucran alimentación animal y requieren que 
podamos asegurarnos la inocuidad de los alimentos con que estamos trabajando. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Estaríamos ingresando en los artículos 172 y 173. 


El artículo 172 tiene que ver con la extensión del Seguro para el Control de la Brucelosis, 
para subsidiar los gastos de saneamiento en que incurren los propietarios o tenedores de animales de 
predios declarados interdictos por brucelosis bovina. Y el artículo 173 tiene que ver con los sistemas de 
control zoosanitarios y fitosanitario, conocidos como barreras sanitarias. A tales efectos, le pediría al 
doctor Muzio, Director de los Servicios Ganaderos, que explique las fundamentaciones de estos dos 
artículos. 


SEÑOR MUZIO.- El artículo 172 refiere a la extensión del Seguro para el Control de la Brucelosis, 
destinado a subsidiar el saneamiento de predios interdictos por brucelosis bovina. La fundamentación 
es clara en el sentido de que Uruguay ya lleva muchos años de lucha contra la brucelosis y se 
encuentra en un punto de inflexión, porque ha bajado muchísimo la prevalencia en función de la 
campaña de control en la que han participado el sector oficial, los productores y el sector privado. Para 
dar una idea de alguna cifra, hoy nos encontramos con una prevalencia —que son los animales 
afectados sobre el total de la población- de un 0,26% en animales y 1,26 en predios afectados. 
Recordemos que se trata de una zoonosis que es grave y que ha afectado en el pasado a todos 
aquellos que tienen algo que ver con las tareas rurales, en este caso empleados rurales, productores, 
empleados de tambos y, principalmente, de la industria frigorífica. Diría que se ha logrado un control 
muy avanzado de esta enfermedad, pero ya se tienen que adoptar medidas que nos conduzcan —y por 
la experiencia de otros países, que así nos lo han comunicado— a la erradicación de la enfermedad. 


Este artículo está basado, fundamentalmente, en que existe un fondo que da lugar a un 
seguro, desde el año 2003, que lo generan los productores y es administrado en forma conjunta por 
estos y el Estado. Lo que se plantea acá es que se amplíe ese seguro que, hasta ahora, compensaba 


el valor de un animal que iba a faena por ser positivo, con un diferencial si era de carne o de leche. 
Como decía, ahora se amplía este seguro, por lo que debe haber ajustes en la recaudación para poder 
tomar medidas de saneamiento que son fundamentales cuando se identifica un foco. 


Además, es muy importante para la campaña contar ahora con mayores posibilidades de 
detección de los focos que todavía quedan en el país —según los datos estadísticos con los que 
contamos, aún existen— y esta segunda medida daría oportunidades al saneamiento, lo que nos 
permitiría avances sustantivos en esta área. 


Esto sería todo en cuanto al tema del Seguro para el control de la Brucelosis, que tiene que 
ver fundamentalmente con la Ley N* 17.730, de 2003, que después tuvo modificaciones en la Ley N* 
17.906, del año 2005, y la Ley N* 18.520, de julio de 2009. 


Por su parte, el artículo 173 establece un sistema de control zoosanitario y fitosanitario y está 
referido a algo que es estratégicamente muy importante para el país en materia sanitaria y fitosanitaria: 
el sistema de barreras sanitarias. Este sistema fue creado en el año 1994, cuando se avanzó en el 
control y erradicación de la fiebre aftosa, con lo que sería la primera barrera de defensa en el país y se 
ubica, principalmente, en áreas de frontera, puertos y aeropuertos. 


A modo de síntesis de la fundamentación se puede decir que, ante todo, por medio de este 
artículo se le otorgaría rango de ley a la barrera sanitaria, cosa que hasta el momento no sucede, ya 
que se rige por un decreto. A su vez, se puede agregar que en el funcionamiento de estas barreras 
sanitarias ha habido algunos problemas generados con el control de equipajes, bultos y vehículos del 
personal cuando se trata de misiones oficiales extranjeras, porque en muchos casos se ha negado a la 
revisación. Este artículo vendría a otorgar, por lo menos, una mayor precisión cuando suceden estos 
casos, porque lo que se pide es que la valija diplomática —o lo que sea— sea pasada por el escáner y 
en Caso de que exista una negativa, se podría labrar un acta. 


Este artículo también genera algo muy importante para el funcionamiento de la barrera 
sanitaria y, por supuesto, fundamental para el país, porque si bien —como sucede en muchos casos— 
existe cierto riesgo de que se vulnere el sistema, es muy importante para evitar que ingresen al país 
enfermedades exóticas, ya sea del área zoosanitaria como fitosanitaria. En ese sentido se prevé que 
haya un régimen sancionatorio cuando, como sucede en otros países que han adoptado una estrategia 
basada en gran medida en las barreras sanitarias, se hace una declaración jurada falsa. Como ustedes 
sabrán, al ingresar al país se debe presentar una declaración jurada para saber si uno trae o no 
determinados artículos y, sobre todo, cuando se trata de alimentos o productos fitosanitarios. Allí debe 
quedar muy claro que no se está ingresando algo que está expresamente prohibido. En este caso, lo 
que se propone es que haya un régimen sancionatorio, no solamente cuando existe un decomiso — 
porque se pretende ingresar con artículos que están expresamente prohibidos—, sino también porque 
se ha hecho una declaración jurada falsa. 


Está previsto que esto se hará en coordinación con la Dirección Nacional de Migración y con 
las autoridades competentes en los pasos de frontera. 


Esto es lo que se establece respecto al sistema de control zoosanitario y fitosanitario; 
reiteramos la importancia que tiene para el país que funcione y que el sistema de barreras tenga 
posibilidades de realizar un control real. Dado el estatus sanitario y fitosanitario que hoy tiene Uruguay, 
podría decirse que es un elemento estratégico para nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Estamos llegando al artículo 174, que es el último de los que 
corresponden a nuestro Ministerio y tiene que ver con la modificación y apertura de fondos del Fondo 
de Desarrollo Rural, específicamente con la relación entre inversiones y funcionamiento. 


En este caso y si la señora Presidenta lo permite, me gustaría ceder el uso de la palabra a la 
ingeniera Ximeno, de la Dirección General de Desarrollo Rural, para que brinde la fundamentación de 


este artículo. 


SEÑORA XIMENO.- Es de conocimiento de los señores Senadores que el Fondo de Desarrollo Rural 
fue creado por la Ley N* 18.719 que preveía que de la asignación de los créditos presupuestales se 
destinara un 40% a funcionamiento y un 60% a inversión. En el artículo que está a consideración, la 
Dirección General de Desarrollo Rural propone que esos porcentajes se inviertan: que un 70% se 
destine a funcionamiento y un 30% a inversiones. 


La Dirección General de Desarrollo Rural además de contar con el Fondo de Desarrollo Rural 
y el Presupuesto Nacional como fuentes de financiamiento, tiene contratos de préstamos con el Banco 
Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y el Fondo de Adaptación del Protocolo de Kioto, que 
es un fondo de donación. Es a través de esas fuentes de financiamiento que la Dirección General de 
Desarrollo Rural lleva adelante las distintas actividades e intervenciones relativas, justamente, a la 
población rural, a los productores y a las organizaciones. 


En lo que tiene que ver concretamente con el Fondo de Desarrollo Rural, desde el año 2011 
fecha en que se reglamentó- hemos venido detectando que el uso de los fondos es de un 70% en 
funcionamiento y un 30% en inversión. ¿Por qué sucede esto? Porque las actividades que se llevan a 
cabo por el Fondo de Desarrollo Rural corresponden a la capacitación, asistencia técnica y 
fortalecimiento de las organizaciones rurales. A nuestro juicio, eso es una inversión, fundamentalmente, 
en capital social y humano, y más aún cuando estamos hablando del desarrollo rural. Lo que sucede es 
que desde el punto de vista contable eso se interpreta y cataloga como funcionamiento. 


La Dirección General de Desarrollo Rural tiene como lineamiento general que el 70% sea 
directamente destinado a los productores y a las organizaciones. Y ello es así porque lo que nosotros 
entendemos como funcionamiento y que entra como asistencia técnica y capacitación es una 
intervención que tiene que ver con la sostenibilidad de las inversiones, por ejemplo, las clásicas 
inversiones de activos fijos. Si miramos en conjunto el uso de los recursos de la Dirección General, se 
cumple el lineamiento del 70% en inversiones y el 30% en funcionamiento. Es por ello que ponemos a 
consideración ese cambio de porcentaje, específicamente, en lo que tiene que ver con el Fondo de 
Desarrollo Rural. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- De esta forma, completamos la consideración de los 16 artículos que 
tienen que ver con nuestro Ministerio. Estamos a las órdenes de los señores Senadores para contestar 
las preguntas que consideren pertinentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Mientras los señores Senadores piensan si tienen alguna pregunta que 
formular, quiero hacer referencia a que entre las varias delegaciones que concurrieron, recibimos a la 
Sociedad de Fomento Rural Ortiz y a la Sociedad de Fomento Rural de Cerro Largo. Ambas 
delegaciones plantearon el problema que tienen en relación a los silos. 


Asimismo, recibimos una carta de la Federación Rural respaldando la solicitud hecha por esas 
dos sociedades de fomento que plantean incluir el artículo 119 del Ley N* 17.556, del año 2002, en 
esta Rendición de Cuentas. Si bien escuchamos atentamente el planteo que nos hicieron, no tenemos 
claro cómo es exactamente el tema de los silos. Ellos pusieron bastante énfasis en que administran 
esos silos pero al ser propiedad del Ministerio, cada vez que tienen que hacer alguna reparación, el 
trámite es complicado. 


Ellos estaban haciendo un uso bastante fuerte de los silos. Nos explicaron que, debido a la 
producción de soja en la zona oeste del país, la producción de semilla fina se corrió hacia el este. Por 
tanto, han cambiado algunas formas de uso de los silos y querían tener un mecanismo que permitiera 
desarrollar un plan de silos a las dos sociedades de fomento. 


Esa fue la situación que nos plantearon. En consecuencia, nosotros queríamos consultar a 
los representantes del Ministerio acerca de qué es lo que puede hacerse con relación a esta inquietud. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Nosotros hemos recibido inquietudes por parte de estas personas. 
Estamos analizado y estudiando estos temas. 


Como los señores Senadores saben, el Plan Nacional de Silos funcionaba dentro de la órbita 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y de la Dirección General de Servicios Agrícolas. 
Luego, hace unos cuantos años, hubo un pasaje de los silos a las instituciones básicamente 
cooperativas, que eran las titulares. Creo que esta situación fue más notoria en el oeste del país 
porque como se ha mencionado aquí, en el norte y oeste de nuestro país no se usaban las plantas de 
silo. Sin embargo, hoy la situación cambió y ahora se realizan planteamientos —que, reitero, estamos 
analizando—, pero que todavía no los tenemos resueltos. Sin duda, no son situaciones sencillas. 


Solicito a la Presidencia autorice a hacer uso de la palabra al doctor Servetti o al ingeniero 
Bertoni —quienes trabajan en estas áreas—, con quienes hemos estado conversando sobre este tema. 
De esta forma, ellos podrán profundizar sobre estos aspectos. 


Quiero reiterar que ya hemos recibido estos planteamientos y estamos trabajando en ellos en 
este momento. 


SEÑOR SERVETTI.- Como decía el señor Subsecretario, la Ley N* 17.556 -citada por la señora 
Presidenta-, a través de su artículo 119, permitió transferir los silos a aquellos tenedores legítimos. 


Se realizó un proceso de capitalización que va a terminar en el año 2014. Los que entraron 
en ese sistema todavía están haciendo las capitalizaciones y, a medida que terminen -algunos ya lo 
han hecho-, el Ministerio les transfiere la planta. 


Con respecto a la Sociedad de Fomento Rural de Cerro Largo, podemos decir que han 
capitalizado, pero el problema que han tenido es que todavía no se ha definido el predio porque el que 
ellos utilizan pertenecía a AFE. 


La ley permite que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca pueda determinar cuál es 
el área afectada y se trasfiere. Lo que no se ha podido determinar es la parte, porque no se ha hecho 
el fraccionamiento. Pero una vez que se haga, contarían con las condiciones para realizarlo. 


Supongo que lo que ellos pretenden con respecto a otras plantas es que se habilite la ley que 
otorgue un plazo para que aquellos tenedores legítimos actuales puedan volver a elegir la opción de 
transferencia. 


Por tanto, habría que analizar el artículo, redactar y ver si el Ministerio está políticamente de 
acuerdo con eso. Pero creo que es algo que puede hacerse. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La impresión que nos quedó en la Comisión cuando ellos realizaron el 
planteo fue que los silos estaban en desuso y que, frente a una realidad que cambió, querían tener una 
perspectiva de desarrollo para la utilización de esos silos. 


Nosotros no teníamos claro por qué había regímenes diferentes. Fue por esa razón que lo 
consultamos. Además, queríamos saber si era conveniente y, a su vez, conocer la opinión del 
Ministerio en el sentido de incorporarlo en la Rendición de Cuentas o hacerlo a través de una ley 
aparte. 


SEÑOR SERVETT!.- Si me permite realizar una aclaración, quiero señalar que el problema que tiene el 
Ministerio es que la ley permitía la transferencia por el sistema de capitalización o quedaba en libertad 
para disponer libremente de ello, lo que habilita la venta. 


El Ministerio está trabajando en algunos pliegos, pero lo que no podemos hacer es transferir 
por otra opción. Entonces, para volver al sistema, habría que redactar un artículo e incorporarlo a la 


Rendición de Cuentas. 


SEÑOR BERTON!.- Continuando con lo que comentaban el doctor Servetti y el señor Subsecretario, 
en este proceso se ha estado trabajando con ambas sociedades de fomento y lo que ellos están 
planteando es que a nivel parlamentario se incorpore una extensión del plazo que se manejó en su 
momento. Esto se estableció también en una ley de Rendición de Cuentas, creo que en el año 2004, y 
en aquel momento se votó por unanimidad. Concretamente, era una propuesta por la cual, mediante un 
proceso de capitalización, se definió transferir estos bienes propiedad del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca a las cooperativas o sociedades de fomento que estaban llevando adelante la 
plantación. En este caso, independientemente de algunos detalles que estamos trabajando, el proceso 
pasaría por un trámite parlamentario que permita ampliar este proceso, que tiene vencimiento en el año 
2014, para determinados casos, o algo parecido. 


En definitiva, la voluntad política a nivel del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca es 
encontrarle una solución a este tema, pero en lo que respecta a la posibilidad de transferir la 
propiedad, esto requiere, claramente, un proceso parlamentario que lo permita. 


SEÑOR DA ROSA.- Quisiera plantear una pregunta sobre el artículo 174, que refiere a la Dirección 
General de Desarrollo Rural. Si entendí bien, esta disposición establece que el 70% de los créditos 
asignados al Fondo de Desarrollo Rural se imputarán a gastos de funcionamiento y el 30% a 
inversiones, pero, desde el punto de vista contable, en función de los programas de cooperación 
internacional, esos porcentajes se invierten, es decir, aproximadamente un 70% se destinaría a 
inversiones y un 30% a gastos de funcionamiento. Me gustaría que se me aclarara si esto es así. 


Por otra parte, me interesaría conocer cuáles son los rubros -grosso modo, por supuesto; no 
pido una nómina exhaustiva- de programas de inversión que se estén desarrollando por parte del 
Ministerio en el área del desarrollo rural. 


Finalmente, quisiera plantear una pregunta referida al artículo 170. Esta disposición establece: 
“Créanse las siguientes tasas”, es decir que no se están modificando, sino que se están creando tasas 
nuevas. Entonces, me gustaría saber si existe de parte del Ministerio la correspondiente disponibilidad 
de medios y estructuras para prestación de servicios, justamente para evitar algo que es muy común 
cuando se crea una tasa, que es que se aleguen presuntas inconstitucionalidades porque, como se 
sabe, la tasa, a diferencia del impuesto, requiere siempre la existencia de una prestación de servicios 
por parte del organismo del Estado que la va a percibir. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Le cedo la palabra a los compañeros que han hecho referencia a estos 
artículos, para que puedan detallarlos aún más. 


Específicamente, solicito a la señora Ximeno que detalle el artículo 174 y luego al ingeniero 
Bertoni o a la doctora De León, para que se explayen en el tema de las tasas y, de ser necesario, 
contribuiríamos brindando mayor información. 


SEÑORA XIMENO.- Con respecto al artículo 174 -que hace referencia a los créditos asignados al 
Fondo de Desarrollo Rural-, coincido con la interpretación que se ha hecho. Si miramos en 
conjunto las distintas fuentes de financiamiento con que cuenta la Dirección General de Desarrollo 
Rural -tal como decía, el Fondo de Desarrollo Rural, el presupuesto y las distintas fuentes de 
financiamiento externo-, podemos decir que un 70% está destinado a inversiones y un 30% a 
funcionamiento. Ese es el lineamiento que tenemos desde el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, con respecto a que el 70% de los créditos anuales vaya directamente a lo que son las 
organizaciones o productores. Si miramos el conjunto, es decir, las fuentes de financiamiento externo, 
tienen ese comportamiento de 70% para inversiones y 30% para funcionamiento. 


Cuando nos detenemos más concretamente en lo que es el Fondo de Desarrollo Rural, 
básicamente lo que debemos contabilizar dentro de “funcionamiento”, es la asistencia técnica y 
capacitación a las organizaciones y productores. Podría decirse que es una forma de equilibrar y 
compensar el conjunto de la intervención de todos los fondos de la Dirección General de Desarrollo 


Rural. Lo que nosotros contabilizamos -en el renglón contable debe ir en “Funcionamiento”- como 
capacitación y asistencia técnica, entendemos que en el fondo es una inversión. 


Los ejemplos concretos de inversión, son: incorporación de tecnologías, compra de 
maquinaria, electrificación, todo lo que tiene que ver con microcréditos, fondo de inversiones locales, 
equipos de riego, es decir, apoyos concretos para los propios predios de los productores o las distintas 
organizaciones rurales. 


SEÑOR BERTON!.- En primer lugar, haré un comentario general y luego le solicité a la doctora De 
León que especifique los aspectos técnicos de la redacción del artículo. 


En términos generales, todas las actividades que están propuestas en estas cinco tasas, son 
actividades y prestaciones que, hoy en día, la Dirección General de Servicios Agrícolas lleva adelante 
con cierta dificultad. Esta dificultad tiene que ver con que algunas de ellas están con tasas definidas y 
otras no. A modo de ejemplo: en el caso del registro, renovación y control de productos fitosanitarios - 
plaguicidas-, que ya estaban incorporados a la Dirección General de Servicios Agrícolas, estos tenían 
una tasa definida para efectuar el servicio. En el caso de los fertilizantes, nunca se cobró tasa y ello fue 
transferido desde la Renare en el proceso de la Rendición de Cuentas del año 2010. En ese momento 
creíamos que era necesario incorporarlo porque el proceso es el mismo: se hace la misma tarea, se 
presta el mismo servicio, por lo que estamos equiparando esos temas. En el caso de enmiendas y 
agentes de control biológico, actualmente estamos haciendo la contraprestación de su registro y 
control, puesto que no tenían una tasa definida. 


Lo que sí es claro es que todas estas tasas -del uno al cinco-, son actividades, acciones y 
contraprestaciones que, actualmente, la Dirección General de Servicios Agrícolas está llevando 
adelante. 


Le solicito a la doctora De León que especifique un poco más sobre el concepto técnico de la 
redacción. 


SEÑORA DE LEÓN.- Desde el punto de vista jurídico, le sugerimos a la Dirección General y a las 
autoridades del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, incluir este artículo en base a dos 
premisas que consideramos básicas. En primer lugar, por el origen legal que tiene que tener el 
establecimiento de una tasa y, en segundo término, por la razonable equivalencia que debe tener esa 
tasa con el servicio que se presta. 


Esos fueron los dos parámetros que tuvimos en cuenta cuando hicimos la evaluación en 
Servicios Agrícolas sobre las tasas establecidas, sobre cómo se habían fijado y teniendo en cuenta en 
qué se basaban los montos que se cobraban. 


Con respecto al primer parámetro, que refiere al establecimiento por ley de la tasa que vamos 
a cobrar, constatamos que, como muy bien decía el ingeniero Bertoni, muchas de las tasas que hoy se 
están cobrando en materia de plaguicidas no tienen un origen legal, sino que están establecidas por 
decretos que son bastante antiguos y que fueron sufriendo actualizaciones por resoluciones 
ministeriales. 


Cumpliendo con ese parámetro están los plaguicidas. Hoy se cobran tasas tanto para 
registro, como para renovación y modificación en virtud de un decreto. No están incluidos los 
fertilizantes y, por tanto, no tienen una tasa establecida por vía legal ni por vía reglamentaria. 


Con respecto al segundo parámetro, lo que más se evaluó fue esa razonable equivalencia 
que, en definitiva, tiene que ver con el costo del servicio que se presta. Eso está relacionado con los 
otros artículos que estamos incluyendo en la Rendición de Cuentas al hablar de evaluaciones 
agronómicas toxicológicas ambientales para el registro de estos productos. 


En lo que tiene que ver con el segundo parámetro de razonable equivalencia tenemos un 
ejemplo bien claro que son los inoculantes, que tienen una tasa bastante alta establecida por decreto 
que actualmente se ubica en 500 UR. El cobro de esa tasa imposibilitó en muchas oportunidades -o, 
por lo menos, retardó- cumplir con determinado registro. En ese caso concreto estamos adecuando el 
costo de la tasa -que, como decíamos, hoy se encuentra en un monto bastante más alto de lo que 
estamos proponiendo- al costo del servicio que conlleva las evaluaciones que se están haciendo en 
torno a ese producto, como decía el ingeniero Bertoni. 


Hay otros dos literales donde no había una tasa fijada y refieren a la tasa de habilitación de 
empresas aeroaplicadoras. Como decía, el motivo jurídico es el principio de legalidad y el monto que 
se propone guarda una razonable equivalencia con el costo del servicio. Para la tasa de habilitación de 
equipos de aplicación se usaron los mismos criterios que para la tasa fijada para las empresas 
aeroaplicadoras. No sé si con esto respondí la inquietud, pero quedo a las órdenes. 


SEÑOR AGAZZI.- Veo que uno de los artículos refiere a las aplicaciones de plaguicidas, fertilizantes y 
enmiendas y hoy es bastante común que en el medio rural haya empresas que brinden esos servicios. 
El artículo 167 dice: “Las personas físicas o jurídicas que realicen aplicaciones de productos 
fitosanitarios (plaguicidas), fertilizantes, enmiendas”, etcétera. Más adelante, expresa: “La maquinaria 
que se utilice para la aplicación de los productos indicados en el inciso anterior, deberá contar cuando 
corresponda, con un sistema de geolocalización”, etcétera. Seguramente que esto tendrá una 
reglamentación posterior. Quisiera preguntarles a las autoridades del Ministerio cómo se ubica aquí la 
situación de un productor que aplica un plaguicida en su establecimiento, pues es una persona física 
que realiza una aplicación. En ese caso, ¿esa persona requiere tener una autorización? 


Otro caso bastante común es el de una cooperativa de productores que tiene un equipo que 
es utilizado por los socios. Como el artículo dice “cuando corresponda”, me gustaría que la delegación 
del Ministerio nos explicara cómo se va a aplicar esto en la práctica o si es necesario precisarlo mejor. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Le voy a pedir al ingeniero Bertoni que responda la pregunta. 
SEÑOR BERTON!.- Señor Presidente: creo que es muy pertinente la consulta. 


Nosotros queremos dar la máxima amplitud a este artículo a los efectos de tener 
competencias que permitan seguir avanzando en este proceso. Voy a explicar qué quiero decir con 
esto. El objeto primario del plan de monitoreo satelital que estamos llevando adelante con las 
aplicaciones de productos fitosanitarios, inicialmente son aquellas empresas aplicadoras aéreas y 
terrestres que prestan servicios tercerizados. Ese es el origen del trabajo y ahí es donde estamos 
focalizando la instrumentación e implementación de esta acción. Ya venimos llevando registros de las 
aplicaciones -aunque no en tiempo real- y podría tenerse una cobertura en la agricultura de secano y 
en el arroz del entorno del 65% o 70%, o tal vez algo más. En ese esquema, aquellas empresas sobre 
las que tenemos control y registro, por estar registradas en la Dirección General, deben tener una 
autorización para realizar las aplicaciones y los equipos tienen que estar registrados y autorizados. 


¿Cuál es el motivo de que la redacción sea genérica? Nuestra intención es tener el máximo 
alcance posible. En ese sentido, estamos trabajando fuertemente en el área forestal y estamos 
previendo que los equipos de uso propio -sobre todo aquellos de nuevas generaciones que el 
productor importe para uso propio- estén también incluidos en este sistema. Tenemos un gran desafío 
en las aplicaciones con equipos propios de pequeños productores en la zona hortifrutícola, donde las 
herramientas que manejamos pasan por otro carril. Estamos trabajando mucho con Digegra y con el 
resto de las organizaciones y en ese caso la herramienta básica tiene que ver con los procesos de 
capacitación y de trabajo con buenas prácticas de aplicación. 


En definitiva, pusimos una redacción genérica con la intención de que el alcance sea el 
máximo posible y por eso se estableció en el primer párrafo del artículo: “en las condiciones que 
establezca la reglamentación”. La reglamentación va a ir avanzando en la medida en que se vayan 
dando las posibilidades. Como decía, el objeto primario es abarcar toda la contratación comercial de la 
aplicación del producto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Quisiera volver por un instante hacia atrás. Se hizo referencia a las 
plantas de silos y a dos instituciones y si bien ya contestamos, me gustaría que el Director General 
explique en qué situación está cada una. 


SEÑOR CASTELAR.- Simplemente quiero aclarar que la situación de la Sociedad de Fomento Rural 
de Ortiz es distinta a la de Cerro Largo. Como explicaba el doctor Servetti, en el caso de Cerro Largo 
se está cumpliendo con el proceso de capitalización que prevé la norma y que fue oportunamente 
citado. 


La Sociedad de Fomento Rural de Ortiz también es tenedora de la planta y, si bien no está 
dentro del régimen de capitalización que prevé la ley, sí está en condición de arrendataria. 


La voluntad política del Ministerio en ambos casos es buscar una solución que, como decía el 
ingeniero Bertoni, podría ser legislativa. En el caso de la Sociedad de Fomento Rural de Ortiz se 
podrían actualizar las condiciones del arrendamiento actual; se va a hacer algún reacondicionamiento 
en la planta -porque es necesario- y sería una de las condiciones para el nuevo contrato de 
arrendamiento. 


Estamos ocupándonos de ese aspecto con la Sociedad, con la intermediación de la Comisión 
Nacional de Fomento Rural que trabaja con nosotros. Lo concreto es que se está ajustando un 
proyecto de reacondicionamiento de la planta en función del cual se haría un nuevo contrato de 
arrendamiento. Esa es la situación que actualmente tiene esa Sociedad. 


En el caso de la Sociedad de Fomento Rural de Cerro Largo -como también explicaba el 
doctor Servetti- existe una dificultad desde el punto de vista más bien jurídico o en cuanto a la 
documentación. Para poder hacer el fraccionamiento que explicaba el doctor Servetti tenemos que 
contar con una documentación de parte de AFE -que hasta ahora no hemos obtenido- para fraccionar 
la parte que quedaría dentro del patrimonio de esa Administración, que incluye la vía, algunos 
hangares y zonas de maniobras cercanas a la vía. En la otra parte de ese inmueble actualmente se 
encuentra la Sociedad de Fomento. Por lo tanto, estamos buscando regularizar esa situación, pero 
desde el punto de vista jurídico se ha transformado en un dolor de cabeza porque falta una parte de la 
documentación. 


De esta manera, hemos aclarado la situación de ambas plantas. En los dos casos, la 
voluntad política del Ministerio -modificando un poco las condiciones en el caso de la planta de Ortiz- 
es que las plantas sigan en poder de las organizaciones que actualmente están usufructuándolas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Antes de retirarnos, simplemente quería una vez más agradecer a la 
Comisión por recibirnos y, como Ministerio, ponernos a las órdenes para realizar cualquier aclaración 
que sea necesaria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece también al Subsecretario y a la delegación que lo 
acompaña por la presentación realizada. 


La Presidencia recuerda a los señores Senadores que la próxima sesión se realizará el 
martes 24 de setiembre a la hora 9 y 30, día en que se comenzará a votar en Comisión el proyecto de 
ley de Rendición de Cuentas. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 42 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


